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Procesada: Nodier Hervyn Quintero Loaiza 

Delito: Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes 
Asunto: Revoca sentencia de primera instancia


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia – 2ª instancia –19 de septiembre de 2018
Proceso:                
Penal - 
Radicación Nro. :        66682 60 00 048 2014 00195 01

Procesado:   


Nodier Hervyn Quintero Loaiza

Magistrado Ponente: 
Jairo Ernesto Escobar Sanz

Temas: 


TRÁFICO, FABRICACIÓN O PORTE DE ESTUPEFACIENTES /  RESPONSABILIDAD DEL ACUSADO EN LA COMISIÓN DEL INJUSTO PENAL/ PRUEBA DIRECTA/ DECLARACIÓN DE LOS MIEMBROS POLICIALES/ INDICIO DE “MALA JUSTIFICACION” – EXPLICACIÓN DEL PROCESADO NO SE AJUSTA A LA REALIDAD, FALTA A LA VERDAD-/ PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL/ SE CUMPLEN REQUISITOS ARTÍCULO 381 DEL CPP/ CONDENA / DOSIFICACIÓN DE LA PENA/ REVOCA ABSOLUCIÓN
En ese sentido, al recapitular sobre la prueba practicada en el juicio, se advierte que fuera de la información que recibieron los investigadores sobre el hecho de que un individuo conocida como Nodier, era una de las personas que se dedicaban al expendio de alucinógenos en la residencia registrada y del hallazgo de ese material en el inmueble, que era conocido precisamente como “la olla de Nodier”, de acuerdo al testimonio del investigador Urueña Vargas, existen varios hechos indicantes que comprometen la responsabilidad del procesado por la conservación de la sustancia estupefaciente así:

(…)

En ese orden de ideas, al no otorgarse ningún tipo de credibilidad a las manifestaciones del procesado sobre su presencia casual en el inmueble donde se hizo el registro y estar demostrados los hechos indicantes antes mencionados, se puede afirmar que fuera de la prueba directa de responsabilidad que obra en contra del acusado, derivada del testimonio de los miembros de la Policía Nacional Duvier Andrés Urueña Vargas y Andrés Felipe Cañas Marín y de la presencia del señor NEQL en el lugar donde se halló la sustancia estupefaciente, de cuyo expendio era señalado entre otros, precisamente un individuo conocido como “Nodier”, quien según el investigador Duvier Andrés Urueña Vargas era Nodier Ervyn Quintero Loaiza, la Sala puede inferir válidamente en su contra el indicio de mala justificación, que se ha definido así: “Consiste en la explicación dada por el sindicado que no se ajusta a la realidad, porque el sujeto falta a la verdad o por falta de verosimilitud. Es hecho ordinario y fundamento de la inferencia, el de que quien obra correctamente puede en todo momento explicar en forma clara su conducta...” ”
..

(…)

Por las razones expuestas la Sala considera que en el caso en estudio se reunían los requisitos del artículo 381 del CPP, para proferir una sentencia de condena en contra del procesado, por lo cual se revocará la decisión de primera instancia.
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SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Proyecto aprobado mediante acta Nro. 821 del dieciocho (18) de septiembre de dos mil dieciocho (2018)
Pereira, diecinueve (19) de septiembre de dos mil dieciocho (2018)
Hora: 2:00 p.m. 
	Radicación
	66682 60 00 048 2014 00195 01

	Procesados
	Nodier Hervyn Quintero Loaiza

	Delito
	Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes 

	Juzgado de conocimiento 
	Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal 

	Asunto 
	Resolver el recurso de apelación contra la sentencia absolutoria emitida por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal


1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía General de la Nación, en contra de la sentencia emitida por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal el 18 de diciembre de 2015, mediante la cual absolvió al señor Nodier Hervyn Quintero Loaiza, como autor del delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes.
2.
ANTECEDENTES

2.1
El supuesto fáctico que obra en el escrito de acusación es el siguiente: 
“Según El informe ejecutivo del 13/03/2014, suscrito por investigadores de la Unidad SIJIN de Santa Rosa de Cabal Rda. Da a conocer que mediante datos aportados por fuentes humanas de alta credibilidad, se tuvo conocimiento que en el inmueble ubicado en el barrio la Horqueta, Cra. 16 Nro. 24- 03 de Santa Rosa de Cabal, (explicando características y distribución de la vivienda) en donde habitan tres personas conocidas como NODIER con su compañera sentimental LINA, y alias CONEJO, lo utilizan para la comercialización de estupefacientes, quienes ejercen el control de esas actividades en esta zona La Horqueta. Adelantadas las pesquisas requeridas para verificar la información logrando identificar plenamente a NODIER HERVYN QUINTERO LAOIZA, así como la ubicación del bien, se ordena la diligencia de ALLANAMIENTO Y REGISTRO AL SEÑALADO INMUEBLE, y se lleva a cabo el 20/03/2014 aproximadamente a las 06:00 con la captura de QUINTERO LOAIZA, por el hallazgo en la cocina/ bajo el mesón, escondido entre unos bloques de ladrillo, una bolsa plástica con estupefaciente, que al análisis de P.IP.H. arroja positivo para COCAÍNA Y SUS DERIVADOS, con un peso neto de 60.5 gramos”.

2.2 Las audiencias preliminares se surtieron el 21 de marzo de 2014 ante el Juzgado Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Santa Rosa de Cabal. En aquella oportunidad el delegado de la FGN imputó cargos al señor Nodier Hervyn Quintero Loaiza como autor a título de dolo por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, verbos rectores “conservar para la venta”, (art. 376 inciso 2 del CP). En aquella oportunidad el señor Quintero Loaiza guardó silencio frente a los cargos que le fueron comunicados. 
2.3 El Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal asumió el conocimiento de la causa (folio 1). La audiencia de formulación de acusación se realizó 9 de junio de 2014 (fl. 15-16); la audiencia preparatoria se llevó a cabo 11 de agosto de 2014 (fl 27-31. El juicio oral se celebró en sesiones del 9 de septiembre de 2014 (fl. 35), 18 de septiembre de 2014 (fl 51-53), 3 de diciembre de 2015 (fl. 84).  
2.4 La sentencia de carácter absolutorio fue proferida el 18 de diciembre de 2015 (folio 93-100). 

2.5 La delegada de la FGN interpuso recurso de apelación en contra de dicho fallo.
3. IDENTIFICACIÓN DEL PROCESADO
Se trata de Nodier Hervyn Quintero Loaiza, se identifica con la cédula de ciudadanía No. 4.416.821 expedida en Chinchiná Caldas, nació el 5 de junio de 1983 en esa misma localidad, es hijo de Mayerly y Ferney, de ocupación oficios varios.
4. SOBRE LA SENTENCIA OBJETO DEL RECURSO

· La juez de conocimiento consideró en lo esencial que la FGN había subsumido la conducta del procesado en el artículo 376 del C.P., inciso 2º en la modalidad de “conservar” por lo cual estimó que el ente acusador estaba obligado a demostrar en el juicio oral que el acusado NEQL en el momento en que se produjo el allanamiento, estaba conservando el material psicoactivo, para lo cual expuso que de las declaraciones de los agentes que intervinieron en la diligencia de allanamiento se podía deducir que estos habían recibido información en el sentido de que el acusado y otras personas vendían estupefacientes en la residencia registrada, pero no afirmaron que lo hubieran señalado como quien conservaba la sustancia incautada y ese era precisamente el verbo rector que debía demostrar la FGN.
· En ese sentido la juez de primer grado estimó que con los testimonios de los funcionarios de policía judicial Duvier Andrés Urueña Vargas y Andrés Felipe Cañas Marín, se logró establecer que en el inmueble donde se produjo el registro si estaba la sustancia que fue incautada y que el investigador Urueña realizó verificaciones previas donde le indicaron que en ese predio vendían bazuco y marihuana, actividad que era desarrollada por tres personas conocidas como Nodier, Lina y a. “conejo”, información que corroboraron con ciudadanos que manifestaron que en ese inmueble vendían estupefacientes, pese a lo cual la FGN fiscalía no llevó al juicio a ninguna persona que confirmara esa información, ni tampoco a la “fuente humana” que suministró esos datos con base en los cuales se ordenó el registro domiciliario. 

· Además consideró que el vídeo presentado por la FGN no era una prueba contundente ya esa grabación se interrumpía en varias oportunidades, por lo cual no se supo si los miembros de la fuerza pública suspendían la filmación o se trataba de un video que fue editado, por lo cual solo servía para verificar la vestimenta que usaban los agentes que ingresaron a la residencia y las personas y la forma en que estaban cuando llegaron los investigadores y lo relativo al hallazgo del material decomisado, pero no se supo cómo dieron con la droga incautada, situación que le correspondió explicar en el juicio al agente Andrés Felipe Cañas Marín.

· Igualmente la A quo hizo referencia a la conducta de July Andrea Ocampo Salazar, quien también se encontraba en el predio registrado, considerando que esa persona si tenía conocimiento de que la sustancia psicoactiva estaba en la cocina de ese inmueble, ya que siempre estuvo pendiente de ese sitio, situación que llevaba a inferir que la droga si estaba en la residencia registrada y había sido escondida antes de que se realizara el cateo, lo que conducía a desestimar la  manifestaciones del procesado NEQL, en el sentido de que los agentes los habían “cargado” con la droga. 
· Pese a que la juez de primer grado consideró que el acusado NEQL se comportaba como señor y dueño de la residencia registrada, hasta el punto de haber instalado cámaras de seguridad en varias partes de ese inmueble, concluyó que no se había demostrado que estuviera conservando la sustancia estupefaciente, ya que en esa casa habitaban otras personas entre ellas July Andrea Ocampo Salazar quien también pudo haber ingresado la droga a ese sitio, fuera de  existía evidencia en el sentido de que esa vivienda había sido registrada en otras oportunidades sin que se encontrara allí al señor NEQL, por lo cual se podía concluir que cualquiera de los ocupantes del predio pudo haber ingresado la droga hallada en el allanamiento, situación que generaba dudas sobre la responsabilidad del procesado ya que la manifestación de los investigadores en el sentido de que NEQL se dedicaba a actos de venta de estupefacientes, constituía una prueba de referencia no admisible, ya que no se probó que su informante estuviera dentro de las condiciones previstas en el literal b) del artículo 438 del CPP, lo que no permitió comprobar que el acusado se dedicara a los actos de conservación de estupefacientes por los que fue acusado.

· En consecuencia se dijo en el fallo de primer grado que lo único que se comprobó fue el decomiso de la sustancia sicoactiva en la residencia donde se encontraba el procesado, pero que la FGN no realizó una labor investigativa eficiente para comprobar que el acusado era la persona que se dedicaba a los actos de comercio de estupefacientes, para lo cual pudo acudir a procedimientos legales como las entregas vigiladas, la actuación de agentes encubiertos, las entrevistas a testigos, o la vigilancia de cosas a efectos de corroborar los fundamentos de la acusación, por lo cual se generaban dudas sobre las actividades que realmente realizaba NEQL, sobre quien ingresaba la sustancia el inmueble, y sobre si el acusado tenía conocimiento de la conservación de la droga en el lugar, y por lo tanto resultaba necesario dar aplicación a lo dispuesto en el inciso 2º del artículo 7º del CPP, en desarrollo del principio del In Dubio Pro Reo, y al existir dudas razonables sobre la responsabilidad del procesado este debía ser absuelto. 

5. SOBRE EL RECURSO PROPUESTO

5.1 Delegado de la FGN (Recurrente)

· La decisión de primer grado fue apelada por la delegada de la FGN, quien expuso en lo esencial lo siguiente:

· No comparte el argumento de la juez de primer instancia el sentido de que el hecho de que al juicio no hubiera comparecido la “fuente humana” que manifestó que en el inmueble allanado se expendían estupefacientes, significaba que los testimonios de los agentes sobre el hallazgo de la droga en la casa donde fue capturado, se pudiera considerar como prueba de referencia 

· En este caso la “fuente humana” informó a la Policía Nacional lo que sabía de la venta ilícita de estupefacientes en ese predio que era conocido “como la olla de “Nodier”, y que el procesado NEQL era la persona que almacenaba y vendía sustancias activas en ese inmueble y con base en esas aseveraciones fue que se profirió la orden de allanamiento de ese bien, diligencia en la cual se comprobó que se conservaban estupefacientes, por lo cual no era posible exigir que la “fuente humana” hubiera comparecido al juicio a declarar sobre el hallazgo de la sustancia en ese sitio donde fue encontrado el procesado al momento del registro, ya que precisamente a ese informante no le constaba nada sobre los pormenores del hallazgo de la droga, el sitio donde fue encontrada, qué personas residían en el inmueble, ni la conformación del grupo familiar que allí habitaba y por ello no podía entregar ninguna información sobre la participación del procesado en los hechos.  

· La juez de conocimiento consideró que estaba demostrada la existencia de la conducta de conservación de estupefacientes, y que en ese inmueble residía el acusado con tres menores de edad y la joven llamada Juliet (sic) Andrea, quien laboraba en una cafetería, por lo cual manifestó en su fallo que era posible que la droga le perteneciera a la citada July Andrea, hecho que ni siquiera fue alegado por la defensa del procesado.

· Lo que se probó el juicio es que los agentes que rindieron declaración tuvieron conocimiento directo sobre el hallazgo de la droga en el lugar donde esta se encontraba camuflada entre ladrillos, ollas y con presencia de roedores y que el procesado NEQL estuvo pendiente en el en el registro que se adelantó en ese predio.

· Con el testimonio del investigador Urueña Vargas se comprobó que en esa residencia habitaba el procesado y que en compañía de otras personas conocidas como Lina y a. “conejo”, se dedicaban a la venta de estupefacientes siendo encontrado en ese lugar el señor Quintero Loaiza.

· Por su parte el patrullero Andrés Felipe cañas Marín también realizó labores de verificación de la información recibida señalando al incriminado como la persona que se dedicaba este comercio ilícito.

· Las pruebas practicadas demostraron en primer lugar que había motivos suficientes para decretar el registro del inmueble donde residía el procesado, quien estuvo presente durante el allanamiento en el cual se encontraron 60.5 gramos de una sustancia positiva para cocaína y sus derivados, frente lo cual el procesado no cuestionó el hallazgo de la droga, sino que hizo referencia a problemas anteriores que había tenido con el Patrullero Andrés Felipe Cañas Marín y a alegar que había sido “cargado” con los alucinógenos por parte de miembros de la Policía Nacional.

· En ese orden de ideas al estar demostradas esas circunstancias relacionadas con la presencia del acusado en el lugar donde se encontró la droga, no se puede argumentar la falta de prueba de responsabilidad del señor Quintero Loaiza, por el hecho de que no hubiera comparecido al juicio el informante que le comunicó a la policía que en ese predio se vendían drogas, testimonio que resultaba relevante en caso de que se hubiera acusado al procesado por actos de comercio de estupefacientes, pero que no resultaba esencial en el presente caso ya que lo que se probó fue la conservación de las sustancias sicoactivas con base en los testimonios de los policías que declararon en el juicio. 

· Por lo tanto pide que se revoque el fallo de primer grado y se profiera una sentencia condenatoria en contra del procesado por la violación del artículo 376 del CP, bajo la modalidad de “conservar” sustancias psicoactivas. 

5.2 DEFENSOR DEL PROCESADO (No recurrente) 

(Sinopsis)

· En virtud de las estipulaciones probatorias que se hicieron se aceptó la materialidad del ilícito, es decir que en el inmueble allanado se encontraron sustancias estupefacientes, por lo cual el debate probatorio se centró en la responsabilidad del señor Quintero Loaiza por la conducta investigada, lo cual no se pudo establecer en el proceso, como lo consideró la juez de primera instancia, pues pese a que la defensa alegó que la que la droga encontrada en el inmueble allanado fue colocada allí por integrantes de la Policía Nacional, lo real es que no se probó que su representado la estuviera conservando, bien sea porque fue llevada allí por los miembros de la fuerza pública, o porque le perteneciera a la mujer conocida como July Andrea quien también fue encontrada en el predio o a un tercero, lo que indica que no existía ninguna prueba que vinculara al señor Quintero Loaiza como propietario de esa sustancia 

· En ese sentido citó un precedente de la SP de la CSJ, e hizo referencia a una decisión de esta Colegiatura sobre las exigencias contenida en el artículo 381 del CPP, sobre la demostración de la existencia de la conducta punible y de la  responsabilidad del procesado.

· En este caso la FGN solamente pudo probar el hallazgo de la sustancia en el inmueble donde estaba el procesado, pero no logró demostrar que este fuera el propietario de la droga, ya que en ese sitio habitaban varias personas entre ellas unos menores de edad por lo cual no quedó claro quién era el responsable de esa sustancia que como se expuso, bien pudo pertenecer a otra de las moradoras del inmueble como July Andrea Ocampo tal y como lo señaló la juez de primer grado, ya que se trataba de un inmueble habitado por varias personas y no se esclareció la responsabilidad de cada una de ellas frente al hallazgo de la droga.

· Por lo tanto pide que se confirme la decisión recurrida 

6. CONSIDERACIONES LEGALES.

6.1 Esta Colegiatura es competente para conocer del recurso propuesto, con base en lo dispuesto en los artículos 20 y 34 del CPP.

6.2 Problema jurídico a resolver 

En atención a la argumentación de la recurrente se debe resolver lo concerniente al grado de acierto de la decisión de primera instancia, donde se absolvió al señor Nodier Hervyn Quintero Loaiza (en lo sucesivo NEQL), por la conducta punible de conservación de sustancias estupefacientes, ya que la juez de primer grado consideró en lo esencial que no se obtuvo el conocimiento más allá de toda duda sobre la responsabilidad del procesado, por la conservación del material sicoactivo que fue descubierto en la residencia ubicada en la calle 16 N., 24 -03 del municipio de Santa Rosa de Cabal, durante una diligencia de allanamiento que se efectuó el 20 de marzo de 2014, donde se encontraron 60.5 gramos de un material que fue identificado como positivo para cocaína, por lo cual se acusó al señor Nodier Hervyn Quintero Loaiza, por la vulneración del artículo 376 del C.P. en  la modalidad de “conservar”. 

6.3 En atención al principio de necesidad de prueba se hace referencia a las pruebas practicadas en el juicio oral así:
6.3.1 Del testimonio del investigador Duvier Andrés Urueña Vargas se desprende en lo esencial lo siguiente: i) a las instalaciones de la unidad básica de investigación criminal se acercó una persona quien manifestó tener conocimiento de que en un inmueble ubicado en la carrera 16 número 24-03 de Santa Rosa de Cabal estaba siendo utilizado para el expendio de estupefacientes y que quienes ejercían dicha actividad ilícita eran unas personas conocidas como Nodier, “conejo” y una muchacha nombrada como Lili ii) en las labores previas de verificación se dijo que el señor NEQL quien estaba en el inmueble a la hora del registro, era el que ejercía ese comercio ilegal, e incluso había oído hablar de “la olla de Nodier”; iii) comprobaron que en verdad existía dicho inmueble y correspondía a las características que describió la fuente, pero las personas omitieron hablar por temor a represalias; iv) según la información que obtuvieron,  la droga era expendida por los dueños y residentes de ese predio, quienes eran a. “conejo”, Nodier y Lina; v) en las labores de verificación se logró identificar a NEQL, y se comprobó que Lina N. era su compañera sentimental; vi) hizo referencia a los pormenores del allanamiento que se realizó en la vivienda antes identificada, donde se encontró al acusado NEQL, tres mujeres y unas adolescentes; vii ) el señor NEQL acompañó al PT Andrés Felipe Cañas Marín durante el registro domiciliario; vii) describió las chaquetas que identificaban a los miembros de la SIJIN que participaron en el operativo; vii) durante el procedimiento coordinó con el personal de la Policía para realizar la filmación del registro; viii) la orden de allanamiento estaba dirigida a encontrar elementos materiales probatorios por el delito de tráfico, fabricación y porte de estupefaciente y el PT Cañas Marín encontró una sustancia estupefaciente en la cocina, aunque no presenció ese hecho; ix) luego de ese hallazgo el procesado llamó a su madre a decirle que “lo habían cargado” y dijo que su progenitora, quien se encontraba en Bogotá había visto por medio de una transmisión originada en unas cámaras que estaban instaladas en el inmueble, que un funcionario de la Policía Nacional,  había arrojado algo en la cocina de la casa; x) en la residencia había varias cámaras en su parte externa y otra en la cocina, pero no había ningún monitor o una CPU xi) reconoció el acta de allanamiento y el informe del registro efectuado el 20 de marzo de 2014 en el predio ubicado en el carrera 16 número 24-03 de Santa Rosa de Cabal, documentos que estaban suscritos por NEQL, quien manifestó no quererlos firmar aduciendo que los agentes habían ingresado por el patio y que la sustancia hallada no era suya; xii) había escuchado nombrar a NEQL, pero no lo conocía pese a que anteriormente se habían realizado procedimientos de allanamientos a dicho inmueble; xiii) posteriormente la madre del procesado, quien no estaba presente el día del allanamiento formuló una denuncia contra el PT Andrés Felipe Cañas Marín por presuntas amenazas, a la cual le anexaron un video que resultó ser un montaje, donde se trataba de demostrar que dos miembros de la Policía Nacional habían arrojado algo a la cocina de la residencia registrada; xiv) la droga fue hallada por el mismo PT Cañas Marín; y xv) en la cocina de la casa revisada había una cámara, pero no se hallaron monitores en el inmueble.
6.3.2 Por su parte el PT. Andrés Felipe Cañas Marín, quien realizó directamente el registro en el inmueble donde fue capturado el procesado y halló la droga que estaba escondida en la cocina del predio, suministró la siguiente información relevante sobre el operativo en que fue capturado NEQL: i) su jefe que era el sargento Carlos Alberto López lo designó para que revisara el inmueble, para lo cual estuvo acompañado del señor NEQL; ii) la sustancia sicoactiva fue encontrada debajo de unos ladrillos en la parte inferior del mesón de la cocina de la casa registrada, en un sitio donde había ratones, y se encontraba en dos bolsas de color negro, lo cual se documentó mediante fotografías y un video; iii) el señor NEQL estaba presente cuando se hizo ese hallazgo, manifestó que los agentes habían colocado esa sustancia ahí y seguidamente hizo una llamada telefónica presuntamente a su madre, para que verificara con la transmisión de una cámara que estaba en el sitio donde se encontró la droga, que “lo habían cargado” por lo cual dijo que no iba a firmar el acta de la diligencia de registro, aunque no vio ninguna cámara en ese lugar; iv) en el procedimiento se dio captura a NEQL, con base en la información que había recibido el investigador Urueña en sus labores de verificación; v) la sustancia incautada se encontraba en 72 envolturas en papel cuaderno las cuales contenían en su interior una sustancia pulverulenta de color habano, también había una bolsa plástica con la sustancia suelta; vi) cuando ingresó a la cocina del predio iba vestido de civil con un sweater de color gris y con chaqueta de la unidad, de color fluorescente que en la parte trasera dice DERIS, es decir Departamento de Policía y en la parte delantera dice SIJIN, con un número de serial de identificación; vii) había participado en dos diligencias de allanamiento anteriores en ese mismo lugar, en las cuales siempre encontraban a una de las adolescentes que se encontraba el día del procedimiento referido; viii) en esos registros fueron capturadas otras personas por posesión de estupefacientes; ix) reiteró lo dicho por su compañero Duvier Andrés Urueña Vargas, en el sentido de que se había simulado un video para sustentar la acusación que le hizo la madre del procesado ante sus superiores, indicando que unos miembros de la Policía Nacional, concretamente un oficial que usaba gafas, habían colocado la sustancia estupefaciente en la cocina de la vivienda allanada, para lo cual explicó que las letras de las chaquetas que usaban las personas que se observaban en esa grabación, eran muy delgadas al compararlas con las chaquetas de dotación de la Policía Nacional; y que en la prenda que portaba el día del registro decía DERIS mientras que las usadas en el video simulado decían SIJIN, fuera de que las personas que salían del patio a la cocina tenían según ese registro fílmico guantes azules, cuando lo real es que el solo se vino a colocar esos aditamentos, cunado efectuó el registro del inmueble. 
6.3.3 Como se observa, de los testimonios antes referidos se deduce la existencia de una situación de flagrancia en lo relativo al hallazgo de sustancia estupefaciente en el inmueble donde se produjo el registro, que fue identificada como positiva para cocaína y sus derivados, con un peso de 60.5 gramos
, lo que vino a confirmar lo establecido en las labores de indagación que se hicieron para obtener la orden de registro, según lo expuesto por el investigador Duvier Andrés Ureña Vargas, en el sentido de que se había recibido información de que en el inmueble a registrar se expendían estupefacientes y que esa actividad era desarrollada por unas personas conocidas como Nodier, “a. conejo” y una mujer llamada Lina, lo que hizo que se detuviera al señor NEQL, como consecuencia del hallazgo de drogas en el allanamiento que se realizó el 20 de marzo de 2014.
6.4 La prueba de cargos presentada por la FGN fue controvertida por la defensa con dos testimonios que se sintetizan así:

6.4.1 Yuli Andrea Ocampo Salazar expuso: i) el registro se adelantó el 20 de marzo de 2014 a las 06.00 horas; ii) ella se paró en la cocina de su casa y estuvo presente en la primera requisa donde no encontraron nada en ese lugar; iii) se hizo una segunda revisión de ese sitio en presencia de su cuñado NEQL y sacaron una bolsa que estaba detrás de unos adobes en la cocina, donde se halló una droga; iv) ese material no era de ninguno de los ocupantes de la casa, explicando que el acusado, quien trabajaba en una empresa de seguridad, había llegado a las 3 a.m a llevarles $37.000 para que mercaran; v) NEQL no residía en ese lugar sino en Chinchiná y le había pedido permiso para quedarse en la casa, por lo cual le dijo a los agentes que así habían cargado a su madre Doralba Salazar Sánchez y que pretendían hacer lo mismo con NEQL, quien les estaba colaborando desde que su progenitora estaba en la cárcel; vi) NEQL había instalado unas cámaras hacía dos años, porque a su madre y su hermana las habían “cargado” con droga en un allanamiento anterior y una de esas cámaras se encontraba en la cocina; vii) en medio del registro uno de los agentes que no identificó arrancó la cámara que estaba en la cocina de su vivienda; viii) en el momento del allanamiento estaba con sus tres hermanos (menores que ella) y NEQL, quien era el marido de su hermana, la cual se encontraba detenida para esa fecha, por causa de otro procedimiento policial donde también “la cargaron” con estupefacientes; ix) en la primera requisa se paró en la puerta de la cocina, y en ese momento no miró los adobes, los que vino a observar en la segunda revisión que se hizo en ese sitio en presencia del acusado NEQL, cuando el agente barrió detrás de los ladrillos que se encontraban debajo del “pollo” de la cocina, y encontró la bolsa negra momento en que le dijo que ahí no tenía porque haber algo, sabiendo que ella “no vendía nada de eso”; x) no vio que alguien estuviera colocando algo en ese sitio; y xi) su madre y su hermana habían sido detenidas en un allanamiento anterior, donde igualmente las “cargaron” con estupefacientes.

6.4.2 Por su parte en una extensa y reiterativa declaración (que en buena parte versó sobre situaciones ajenas a los hechos investigados), el acusado NEQL, entregó su versión sobre los hechos investigados así: i) se desempeñaba como “guarda de seguridad comunitario” en el municipio de Chinchiná, donde residía en la cra 16 No. 36-24; ii) el día de los hechos estuvo trabajando en un bar de esa localidad hasta las 3.00 horas y en la madrugada decidió ir Santa Rosa de Cabal a visitar a sus cuñadas, lo que hacía cada dos o tres días, ya que estas dependían económicamente de él porque su suegra y su esposa estaban detenidas y además una de sus cuñadas había cumplido años; iii) le dijo a una de las hermanas de su esposa que si se podía quedar en la casa para hacerle una invitación por su onomástico; iv) ese día le dijo a su cuñada que iba a instalar una cámara en la sala, dado que en el barrio donde residían era problemático, para lo cual instaló un circuito cerrado, con excepción de la cámara de la sala que no estaba activada; v) a las 6.00 horas se inició el allanamiento de la residencia donde se encontraba; vii) mientras que él sujetaba un perro que había en la casa su cuñada observó que la puerta de la cocina a la sala estaba abierta; viii) luego de que fueran registradas varias habitaciones, se hizo una segunda revisión en la cocina para lo cual un agente le pidió una escoba y al remover los ladrillos, le dijo “mire señor Nodier hasta que por fin lo capturamos”; ix) seguidamente llamó a su madre quien estaba en Bogotá y esta le dijo que a través de la transmisión por el circuito cerrado había visto a un policía “flaquito” que usaba gafas que era el que filmaba el procedimiento “y otro “gordito”, y que este último se arrimó a la cocina de la casa en el sitio donde había unos ladrillos; x) no sabe por qué razón la cámara no grabó a partir de ese momento, sin embargo les dijo a los agentes que las cámaras de la casa tenían un circuito cerrado que le permitía a su madre ver desde Bogotá lo que estaba pasando en el inmueble, en un computador o una tablet; xi) acompañó al agente que registró la casa, ya que era la única persona mayor de edad que estaba en la vivienda; xii) al llegar a la cocina el agente Cañas revisó lo que había detrás de unos ladrillos, para lo cual se valió de una escoba y sacó una bolsa redonda negra, que contenía unos empaques pequeños y una segunda bolsa, que contenía unos papeles doblados y “un polvito” metido en otra bolsa; xiii) seguidamente lo detuvieron, manifestándole que se trataba de material derivado de bazuco, siendo esta la única parte del operativo que fue filmada, tanto por los agentes como por la cámara que él había instalado en ese sitio que tenía un microship de cuatro (4) gigas, se activaba con un sensor de movimiento y transmitía al computador que tenía su progenitora en Bogotá, quien monitoreaba las cámaras; xiv) al llegar al cuartel de la policía, un funcionario de inteligencia de la SIJIN le dijo que le facilitara esos videos pero no accedió a ello porque no le inspiró confianza; xv) durante el allanamiento no firmó ningún acta y solamente cuando estaban en la primera sala, el señor que hizo el papeleo le preguntó si tenía algo para escribir, indicando en ese momento que el agente “flaquito” lo “había cargado”, con base en la información que le transmitió su madre desde Bogotá en el sentido de que habían visto a dos miembros de la SIJIN cuando entraban a la cocina de la casa donde dejaron algo en los bloques debajo de los cuales supuestamente el PT Cañas encontró la sustancia; xvi) la cámara de la cocina solamente grabó durante dos segundos porque los agentes la movieron y la desactivaron; y xvii) no residía en esa vivienda porque había decidido irse de esa casa ya que tres años antes habían capturado a su esposa en otro “falso positivo”, donde hallaron drogas .
6.5 En atención al principio de necesidad de prueba que se deduce de los artículos 372 y 381 del CPP, se hacen las siguientes consideraciones: 
6.5.1 Con el testimonio del investigador Duvier Andrés Urueña Vargas se estableció que al instalaciones de la Unidad de Investigación criminal de Santa Rosa de Cabal se acercó un informante quien manifestó que el inmueble ubicado en la carrera 16 número 24 - 03 de esa localidad, se expendían estupefacientes y que en esa labor participaban una persona conocida como Nodier, una mujer identificada como Lina y otro individuo apodado “conejo” y que sitio era conocido como “la olla de Nodier”, por lo cual se solicitó la respectiva orden de registro ese predio donde se encontraron los 60.5 gramos de sustancia derivada de cocaína que estaban camuflados en la cocina del inmueble, debajo del “pollo”. Este hecho  no fue controvertido dentro el proceso y además aparece demostrado con el testimonio del citado investigador y el patrullero Andrés Felipe Cañas Marín.
6.5.2 Se debe manifestar igualmente que con los videos que se introdujeron al juicio concretamente los números 2014 03 2007 46 16, 2014 03 2007 40845, 02460, 02461 y 02463, se documentó el hallazgo de esa sustancia en ese lugar.
6.5.3 En el presente caso las manifestaciones del procesado estuvieron dirigidas a manifestar que la droga hallada en el inmueble fue colocada allí por los miembros de la Policía Nacional que según palabras lo habían “cargado con el estupefaciente,” situación que se trató de comprobar por parte de la defensa con la introducción de una filmación hecha por una cámara que se encontraba en la cocina de la residencia allanada.

Sin embargo en aplicación del artículo 16 del CPP, el cual dispone que: “únicamente se estimará como prueba la que haya sido producida o incorporada en forma pública, oral, concentrada y sujeta a confrontación y contradicción ante el juez de conocimiento”, esta Sala no hará ningún pronunciamiento sobre las manifestaciones defensivas del procesado relaciondas con esa grabación, ya que en la sesión del juicio oral del 18 de diciembre de 2014 la juez de conocimiento no aceptó como prueba de la defensa un microchip que de acuerdo a lo que manifestó el representante del acusado permitía comprobar la situación invocada por el procesado con esa filmación, que se iba a usar para demostrar que la droga fue colocada por los agentes en la residencia donde se hizo el cateo, por lo cual el representante del acusado interpuso el recurso de apelación, siendo confirmada la decisión de la A quo, por esta colegiatura mediante providencia del 30 de septiembre de 2015, donde se dijo que la defensa no había cumplido con la carga probatoria de acreditar el descubrimiento del registro fílmico al que hizo referencia dentro del término contemplado en el artículo 344 del CPP (fl. 64-74)
6.5.4 Como consecuencia de esa decisión se considera que las manifestaciones del procesado en el sentido de que unos miembros de la Policía Nacional habían colocado la droga en el lugar donde fue encontrada, y que esa situación fue presenciada por su madre quien desde Bogotá estaba monitoreando la transmisión que se hacía por la mencionada cámara desde el inmueble a la hora en que se efectuó el allanamiento, no tienen ninguna verificación, ya que si no se aceptó para el juicio ese medio de prueba, no es posible hacer ningún tipo de inferencias a partir de una evidencia que no fue conocida por la juez de primer grado, a lo cual debe agregarse que incluso las mismas circunstancias en que se descubrió la droga llevan a concluir que no resulta verosímil lo dicho por el incriminado en el sentido de que el manera psicoactivo fue arrojado a la cocina por unos agentes de policía, uno de ellos “flaquito” y que usaba gafas y otro “gordito” ya que si se examina el contexto del testimonio del señor NEQL, se advierten una serie de incongruencias como las siguientes: i) no resulta lógico que precisamente el día de los hechos y antes de que se produjera el allanamiento, el procesado hubiera llegado desde Chinchiná a la residencia registrada a activar o instalar unas cámaras por razón de las condiciones de seguridad del barrio donde residían; y ii) tampoco resulta digna de crédito su manifestación en el sentido de “lo cargaron” con la droga ya que uno de los agentes arrojó algo a la cocina de la casa, ya que con los videos observados y el testimonio del PT. Marín Cañas, se comprobó que la sustancia no fue encontrada en la superficie de esa parte de la vivienda sino que estaba camuflada debajo en unos ladrillos debajo del “pollo” de la cocina; iii) existe prueba testimonial que no fue controvertida en el juicio proveniente del investigador Urueña Vargas y del PT. Andrés Felipe Cañas Marín, en el sentido de que con posterioridad al allanamiento se formuló una denuncia contra el urbano Cañas Marín, con base en un video simulado en el cual se hacía parecer a unos miembros de la SIJIN colocando una droga en la cocina de la residencia allanada, situación que fue desvirtuada por estos uniformados, quienes explicaron que las ropas que vestían las personas que se veían en ese registro fílmico, no correspondían a las que usaban los integrantes de la SIJIN cuando intervenían en esa clase de operativos.
6.6 En atención a la argumentación de la juez de primera instancia y teniendo en cuenta el principio de proscripción de responsabilidad objetiva que se deduce del artículo 12 del C.P, y la garantía de presunción de inocencia, que es un derecho fundamental según el artículo 29 de la CP que tiene su desarrollo normativo en el artículo 7º del CPP, es necesario referirse a las consideraciones básicas del fallo recurrido, que se fundamentó en el hecho de que al estar otras personas en la vivienda y en razón de la persistente conducta de Yuli Andrea Ocampo Salazar de vigilar el lugar donde fue hallada la droga mientras se realizaba el allanamiento, se generaban dudas de suficiente entidad sobre si el señor NEQL era el propietario de material incautado durante el registro.

6.6.1 Para esos efectos debe partirse de tres hechos que se encuentran acreditados así: i) el investigador Duvier Andrés Urueña Vargas manifestó que en las labores de indagación previas a la expedición de la orden de allanamiento se dijo que en la vivienda a registrar se expendían drogas y que esa labor era adelantada por Nodier, a. “conejo” y Lili N., y que el acusado era el que ejercía ese comercio ilegal hasta el punto de que ese sitio era conocido como “la olla de Nodier”; ii) el acusado fue encontrado en esa residencia cuando se descubrió la droga; iii) el Patrullero Andrés Felipe Cañas Marín dijo que en ese procedimiento se le dio captura al incriminado, por causa de la información que había recibido su compañero Urueña Vargas en las labores de verificación que realizó, que como se dijo señalaban a “Nodier”, como uno de los minoristas de estupefacientes.
6.6.2 Al respecto debe manifestarse que el investigador Urueña Vargas manifestó que en la vivienda registrada se encontraban el acusado NEQL, tres mujeres y unas adolescentes.

A su vez Yuli Andrea Ocampo Salazar manifestó en el juicio oral como testigo de la defensa que: i) en el momento del registro en estaba acompañada del procesado NEQL y de tres hermanos de ella que eran menores; ii) una vez advirtió la presencia de las autoridades en su casa se paró en la cocina de la residencia, donde se hizo una primera revisión en la cual los agentes no descubrieron la droga; iii) el material fue hallado en una segunda revisión que se hizo en ese lugar, en presencia de su cuñado NEQL, donde los agentes sacaron una bolsa que estaba detrás de unos adobes.

En ese sentido la juez de primer grado consideró que las manifestaciones de la testigo July Andrea podían conducir a una hipótesis distinta a la de la FGN sobre la responsabilidad del procesado, pues lo dicho por esta testigo igualmente podía llevar a inferir que la droga le podía pertenecer a la citada Yuli o a otro de los ocupantes del predio distinto a NEQL,  ya que Yuli fue la persona que siempre estuvo pendiente de la cocina de la residencia, frente a lo cual debe decirse que esa consideración contenida en el fallo primer instancia, se deduce de las manifestaciones que hizo esta testigo durante el juicio oral, donde expuso que al advertir la presencia de los miembros de la Policía Nacional se paró en la cocina la casa, lo que puede dar a entender que la joven Ocampo sabía cuál era el lugar de la casa donde estaba oculta la droga.

6.6.3 A partir de esas manifestaciones de la citada declarante y el hecho de que en el inmueble allanado se encontraban otras personas, la juez de primer grado consideró que se presentaban dudas sobre el hecho de que NEQL fuera realmente el propietario de la sustancia incautada, por lo cual se profirió un fallo absolutorio en su favor, por la conducta sobre la que versó la acusación. 
6.6.4 En atención a la argumentación de la A quo, debe manifestarse que en este caso, aunque la FGN no presentó en el juicio el informe con base en el cual los investigadores sustentaron la orden de registro del inmueble allanado, obra en contra del acusado el testimonio del investigador Urueña Vargas, del cual se deduce que la información que obtuvieron indicaba que una de las personas que vendían drogas en ese inmueble se llamaba Nodier, y que incluso ese punto de venta de estupefacientes era conocido como “la olla de Nodier”, y al estar comprobado que al señor NEQL se encontraba en esa residencia a la hora del registro y que en su presencia se encontraron las sustancias alucinógenas (situación que no fue controvertida en el juicio), se considera que en el presente caso la prueba presentada por la FGN compromete gravemente la responsabilidad del acusado y lleva a concluir que su presencia en ese lugar no obedeció a las visitas recurrentes que le hacía a su cuñada y demás parientes de su esposa, para proveer a sus necesidades alimentarias ante la detención de su madre y de su hermana, ya que según el investigador Urueña en los actos de investigación siempre se mencionó a un individuo conocido como Nodier, como uno de los que vendían drogas en ese sitio, en compañía de a. “conejo” y Lina N., hasta el punto de que los informantes policiales se referían a ese punto de expendio como “la olla de Nodier”, lo cual da a entender que el acusado, con la probable colaboración de otras personas que habitaban ese inmueble si conservaba la sustancia que fue decomisada en su presencia durante el operativo policial.

6.6.5 En ese sentido debe advertirse que la argumentación de la juez de primer grado podría resultar aceptable, si el investigador Urueña durante sus labores de indagación no hubiera identificado al señor NEQL como uno de los vendedores de droga en ese lugar, situación que no se presenta en el caso sub examen, donde se hizo una referencia clara a la intervención del procesado en los actos de comercio de estupefacientes, que fue lo que condujo a la expedición de la orden de registro del predio donde se halló la droga, lo que indica que la información que se recibió en las labores de verificación previas al allanamiento que se hizo,  resultaron confirmadas con el decomiso del material sicoactivo que se encontró en la diligencia que se practicó el 20 de marzo de 2014, fuera de que se descartó alguna actividad irregular de los miembros de la fuerza pública, que indicara que habían “cargado” con la droga al acusado, como este lo sostuvo en el juicio, lo que pretendió comprobar con un video que no fue aceptado como prueba como se explicó anteriormente, lo que lleva a descartar la hipótesis planteada por la juez de primer grado, en el sentido de que el interés de Yuli Andrea Ocampo Salazar por estar pendiente de la cocina de su casa (que fue el sitio donde se halló la droga) o la presencia de otras personas en el inmueble en el momento del registro, llevaban a concluir que no estaba suficientemente comprobado que NEQL, fuera la persona que conservaba los estupefacientes, que de acuerdo a su presentación estaban destinados a su expendio, conforme a la información que recibió el investigador Urueña.

A lo anterior se debe agregar que en ningún momento se adujo que el procesado conservara esa sustancia con el fin de proveer a su consumo personal, por lo cual la Sala considera que en este caso no solo se comprobó que el procesado no estaba de paso en la vivienda allanada, sino que además conservaba la sustancia psicoactiva que era expendida en ese sitio de acuerdo a la información que recibieron los investigadores antes de solicitar el registro del inmueble, debiendo reiterarse que de acuerdo a lo dicho por el investigador Urueña Vargas, el lugar registrado era conocido como “la olla de Nodier”, lo que no resulta ser una simple coincidencia y por el contrario demuestra que era el señor NEQL, siempre fue mencionado desde los actos de indagación previos a la expedición de la orden de allanamiento, como una de las personas que ejercía actos de comercio minorista de derivados de cocaína en ese sitio, lo que se comprobó en lo relativo a la conservación de ese material, con la diligencia de allanamiento que permitió verificar la veracidad de la información que llevó a los agentes de la Policía Nacional a solicitar la orden de registro del inmueble donde fue capturado el procesado.
6.7 En ese sentido, al recapitular sobre la prueba practicada en el juicio, se advierte que fuera de la información que recibieron los investigadores sobre el hecho de que un individuo conocida como Nodier, era una de las personas que se dedicaban al expendio de alucinógenos en la residencia registrada y del hallazgo de ese material en el inmueble, que era conocido precisamente como “la olla de Nodier”, de acuerdo al testimonio del investigador Urueña Vargas, existen varios hechos indicantes que comprometen la responsabilidad del procesado por la conservación de la sustancia estupefaciente así:

6.7.1 Las manifestaciones del acusado y de Yuli Andrea Ocampo Salazar, en el sentido de que el inculpado no residía en la vivienda registrada sino en Chinchiná, aparecen desvirtuadas con lo consignado en el acta de reseña realizada al señor NEQL, donde se hizo constar que este vivía en la carrera 16 No 24-03, barrio “La Horqueta” de Santa Rosa de Cabal, según documento que fue firmado por el acusado, dirección que corresponde precisamente al inmueble donde se hizo el allanamiento y se descubrió el material sicoactivo.

6.7.2 Pese a que el señor NEQL expuso que había instalado unas cámaras de seguridad en la parte externa e interna de su vivienda, para proteger a su cuñada y otros habitantes de esa residencia, por residir en un barrio “problemático”, Yuli Andrea Ocampo Salazar no hizo ninguna referencia a esa situación y por el contrario expuso que NEQL había instalado esas cámaras hacía dos años porque a su señora madre y su hermana, quien a su vez es la compañera sentimental del procesado, “las habían cargado” con droga durante un allanamiento anterior.

6.7.3 No se entiende cuál era la justificación para que el señor NEQL hubiera instalado esa clase de equipos en un sector deprimido, donde habitaban unas personas sin recursos, como lo expuso el procesado y por ello se puede inferir válidamente que en ese lugar si se realizaban los actos de comercio de estupefacientes según la información que sirvió como base para la expedición de la orden de allanamiento para lo cual se debe tener en cuenta que el investigador Urueña Vargas dijo en el juicio que con la información recolectada en la fase de indagación previa la diligencia de registro y allanamiento se estableció que una de las personas que vendía drogas en ese inmueble era NEQL, por lo cual se puede deducir que precisamente la ubicación de cámaras de seguridad la parte externa del predio no tenían otro propósito que permitirle a las personas que se encargaban del comercio de la droga ejercer actos de vigilancia para evitar ser sorprendidos cuando se dedicaban a ese comercio ilegal.

6.7.4 La testigo Yuli Andrea Ocampo expuso que el día de los hechos su cuñado NEQL había llegado muy tarde y le pidió permiso para quedarse en la casa aduciendo que debía madrugar a trabajar. Sin embargo, durante el juicio el procesado entregó una versión diferente sobre su presencia en el inmueble registrado explicando que se iba a quedar para celebrarle el cumpleaños a su cuñada Daniela Ocampo y que por ello llamó a un compañero suyo a las 5.30 a.m. para decirle que ese día no iba a ir a trabajar, ya que iba a invitar a cenar a la festejada.

6.7.5 Si el procesado según su manifestación no vivía en la residencia allanada y solo iba cada dos o tres días a esa casa a llevarles dinero a sus cuñadas, no se entiende cuál era la razón para que su madre pudiera estar monitoreando permanentemente desde Bogotá lo que ocurría en esa vivienda, ya que se según la versión de Yuly Andrea Ocampo en ese sitio no se desarrollaba ninguna actividad ilícita.

6.7.6 Del hecho de que el incriminado hubiera insistido en que la única cámara que estaba funcionando para el momento de allanamiento era la que estaba en la cocina, se puede inferir igualmente que no resulta una simple coincidencia que ese artefacto se hubiera instalado precisamente en el lugar donde estaba oculta la droga lo que lleva a concluir que precisamente a través de ella se ejercían labores de custodia sobre la sustancia estupefaciente que era conservada en esa residencia con el ánimo de expenderla.

6.8 En ese orden de ideas, al no otorgarse ningún tipo de credibilidad a las manifestaciones del procesado sobre su presencia casual en el inmueble donde se hizo el registro y estar demostrados los hechos indicantes antes mencionados, se puede afirmar que fuera de la prueba directa de responsabilidad que obra en contra del acusado, derivada del testimonio de los miembros de la Policía Nacional Duvier Andrés Urueña Vargas y Andrés Felipe Cañas Marín y de la presencia del señor NEQL en el lugar donde se halló la sustancia estupefaciente, de cuyo expendio era señalado entre otros, precisamente un individuo conocido como “Nodier”, quien según el investigador Duvier Andrés Urueña Vargas era Nodier Ervyn Quintero Loaiza, la Sala puede inferir válidamente en su contra el indicio de mala justificación, que se ha definido así: “Consiste en la explicación dada por el sindicado que no se ajusta a la realidad, porque el sujeto falta a la verdad o por falta de verosimilitud. Es hecho ordinario y fundamento de la inferencia, el de que quien obra correctamente puede en todo momento explicar en forma clara su conducta...” ”
..

En iguales términos a que lo dicho por la doctrina sobre este indicio la SP de la CSJ ha dicho lo siguiente: 

“En contra del enjuiciado se tuvieron en cuenta los indicios de mala justificación cuando el juzgador acudió al principio lógico de que: «quien no da una explicación coherente de su actuar, es porque la realidad de lo sucedido no le favorece»
.
6.9 Finalmente y en lo que respecta al argumento de la A quo al establecer como como hipótesis que la sustancia estupefaciente incautada podía pertenecer a la señora July Andrea Ocampo, quien también residía en el inmueble que fue objeto de allanamiento, esta Sala considera que los únicos EMP y EF aportados por la FGN permiten inferir que quien almacenaba y comercializaba las sustancias estupefacientes era el señor NEQL, al punto de que los investigadores convocados al juicio señalaron que la fuente humana que suministró la información que dio origen a la presente investigación, había señalado el lugar de habitación del acusado como la “olla de Nodier”, y en los informes nada se dijo sobre la presunta participación de la señora Ocampo en dicha actividad ilegal como para llegar a concluir que efectivamente era la dueña de las sustancias ilegales decomisadas. 
6.10 Por las razones expuestas la Sala considera que en el caso en estudio se reunían los requisitos del artículo 381 del CPP, para proferir una sentencia de condena en contra del procesado, por lo cual se revocará la decisión de primera instancia.

6.11 Dosificación de la pena

Para dosificar la pena a imponer al procesado se atenderá lo dispuesto por los artículos 60 y 61 del Código Penal, que señalan los parámetros que se deben tener en cuenta para la determinación de los mínimos y los máximos punitivos y los fundamentos para individualizar la pena.

6.11.1 En atención a la conducta que se atribuye al señor NEQL se debe aplicar la consecuencia jurídica prevista en el artículo 376 inciso 2º del CP, que establece que la pena será de prisión de 64 a 108 meses de prisión y multa de 2 a 150 smlmv. Frente a este delito el ámbito punitivo de movilidad es de 44 meses, que al dividirlo en cuartos corresponde a 11 meses. En consecuencia, los cuartos de pena de prisión se fijan así:

PRIMER CUARTO: De 64 a 75 meses de prisión
CUARTOS MEDIOS: De 75 meses + 1 día a 97 meses de prisión
CUARTO MÁXIMO: De 97 meses + 1 día de prisión a 108 meses de prisión
Los cuartos de la pena de multa quedan así 

PRIMER CUARTO: De 2 a 39 SMLMV 

CUARTOS MEDIOS: De 39 a 113 SMLMV

CUATO MÁXIMO: De 113 a 150 SMLMV 

6.11.2 Al no concurrir ninguna causal de mayor punibilidad, se partirá del límite inferior del primer cuarto de pena es decir de 64 meses de prisión y multa de 2 SMLMV siguiendo los lineamientos del inciso 2º del artículo 61 del CP. 

6.12 Igualmente se condenará al procesado a la pena accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas, por lapso igual al de la pena principal.

6.13 Sobre subrogados penales: 

Teniendo en cuenta el monto de la pena impuesta al incriminado, se considera que en el caso sub examen no se reúne el requisito objetivo que prevé el artículo 63 del C.P., pues la pena a imponer excede de cuatro (4) años de prisión, por lo cual no es posible reconocer al sentenciado el beneficio de la condena de ejecución condicional.

Se abonará el tiempo que estuvo privado de la libertad por cuenta de este caso. En consecuencia se ordenará la captura del procesado para que entre a descontar la pena impuesta. De hacerse efectiva su aprehensión durante la diligencia de lectura de esta decisión, se procederá a legalizar la misma, en los términos previstos en la sentencia C-042 de 2018 de la Corte Constitucional, control que se hará exclusivamente sobre el procedimiento de detención del señor Quintero Loaiza. 
7. CONSIDERACIÓN ADICIONAL SOBRE LA NO CONCESIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN CONTRA ESTA DECISIÓN.

7.1 En la sentencia CSJ SP del 4 de diciembre de 2017, radicado 47716 M.P. Eyder Patiño Cabrera, se hicieron las siguientes consideraciones:

“(…) 

Al descender al caso concreto, la Sala encuentra que la decisión del Tribunal de dar cabida al recurso extraordinario de casación, en lugar del ordinario de apelación, no contraría el ordenamiento jurídico interno, ni quebranta el derecho a la impugnación de las condenas impuestas por primera vez en segunda instancia.

Recuérdese que con ocasión del pronunciamiento de las sentencias de la Corte Constitucional, C.C. C-792-2014, mediante la cual se declaró la inexequibilidad de varios artículos de la Ley 906 de 2004 por déficit normativo y, C.C. SU-215-2016, que delimitó los efectos y alcances de la anterior, esta Sala ha venido sosteniendo (CSJ AP258-2017, 25 en 2017, Rad. 48075) que el único recurso que procede actualmente contra las sentencias dictadas por los Tribunales Superiores en segunda instancia, es la casación.

Las razones que ha expuesto para sustentar esta postura han sido fundamentalmente dos. Una, que la normatividad procesal penal vigente no prevé contra esta clase de decisiones recurso distinto al de casación. Y dos, que la orden de implementación por vía judicial de una impugnación especial que supla el déficit normativo advertido por la Corte Constitucional en la Sentencia C-792/2014, resulta irrealizable, porque implicaría crear nuevos órganos judiciales, redefinir funciones y redistribuir competencias, labor que por su naturaleza y alcances sólo podría adelantar el Congreso de la República.(

Complementariamente ha dicho que las afirmaciones que se hacen en el sentido de que la casación en el sistema colombiano no satisface los estándares exigidos para la garantía del derecho a la impugnación, son infundadas, porque nuestra legislación, contrario a lo que ocurre con otros sistemas procesales, consagra un modelo de casación abierto, ampliamente garantista, que permite recurrir todas las sentencias dictadas por los tribunales en segunda instancia, por conductas constitutivas de delito, y adicionalmente a ello, cuestionar sus fundamentos fácticos, probatorios y normativos. Los primeros, a través de la causal prevista en el numeral tercero del artículo 181 de la Ley 906 de 2004, y los últimos, a través de la causal consagrada en el numeral primero ejusdem. 

Además, porque el procedimiento casacional le otorga a la Sala las facultades de, (i) superar los defectos de la demanda cuando advierta necesario estudiar el caso para la realización de los fines del recurso, y (ii) realizar casaciones oficiosas cuando encuentre que se han vulnerado garantías fundamentales, institutos que le permiten intervenir en procura de hacer efectivo el control constitucional y legal de la decisión y por esta vía asegurar la realización de los fines del recurso. 

(Sostener, por tanto, que la casación en el modelo colombiano no es eficaz para garantizar una impugnación integral, entendida por tal, la que permite el escrutinio amplio de los fundamentos fácticos, probatorios y jurídicos de la decisión, es una afirmación que no consulta los contenidos y alcances del recurso, porque, como se ha dejado visto, todos estos aspectos pueden ser controvertidos por el procesado, y adicionalmente a esto, la Sala cuenta con facultades especiales, no previstas para la apelación, que le permiten intervenir motu proprio con el fin de corregir situaciones no alegadas por el impugnante. 

Por otra parte (CSJ AP1467-2017, 8 mar. 2017, Rad. 49826), también se ha dicho:

1. En la Sentencia C-792 de 2014 [...] la Corte Constitucional declaró la inexequibilidad “con efectos diferidos” de varios artículos de la Ley 906 de 2004, relacionados con la posibilidad de impugnar todas las sentencias condenatorias y exhortó al Congreso de la República para que en el lapso de un año, contado desde la notificación por edicto de ese fallo, regulara de manera integral el particular. Así mismo, señaló que vencido ese término, de no hacerlo, debía entenderse que procedía “la impugnación de todas las sentencias condenatorias ante el superior jerárquico o funcional de quien impuso la condena”.

2. El edicto a través del cual se notificó la Sentencia C-792 de 2014 se fijó entre las 8:00 a.m. del 22 de abril de 2015 y las 5:00 p.m. del 24 siguiente, por manera que el término de un año se cumplió el 24 de abril de 2016, sin que el Congreso efectuara las reformas necesarias a la Constitución y a la ley para ajustar la legislación interna a la exigencia de doble conformidad judicial de la sentencia condenatoria penal.

3. En el fallo de tutela SU-215 de 28 de abril de 2016, la Corte Constitucional, con el objeto de determinar el alcance de la Sentencia C-792 de 2014, precisó, entre otros, que: (i) surtía efectos desde el 25 de abril de 2016, (ii) que operaba respecto de las sentencias dictadas a partir de esa fecha o que para entonces estuviesen en proceso de ejecutoria, (iii) que aunque en ella solo se había resuelto el problema de las condenas impuestas por primera vez en segunda instancia, debía entenderse que su exhorto llevaba incorporado el llamado al legislador para que regulara en general la impugnación de las condenas irrogadas por primera vez en cualquier estadio del proceso penal y (iv) que la Corte Suprema de Justicia, dentro de sus competencias, o en su defecto el juez constitucional, atendiendo las circunstancias de cada caso, debía definir la forma de garantizar el derecho a impugnar el fallo condenatorio impuesto por primera vez por su Sala de Casación Penal.

4. La Sala Plena de Corte Suprema de Justicia, en sesión de 28 de abril de 2016, aprobó el comunicado 08/2016 en el que señaló que la pretensión de la Corte Constitucional, plasmada en la Sentencia C-792 de 2014, resultaba irrealizable porque ni esta Colegiatura, ni autoridad judicial alguna, cuenta con facultades para introducir reformas o definir reglas que permitiesen poner en práctica esa prerrogativa.

Y en ese mismo sentido se ha pronunciado la Sala de Casación Penal, en el entendido que un mandato de la naturaleza prevista en las sentencias C-792 de 2014 y SU-215 de 2016, requiere de una reforma constitucional y legal que solo puede adelantar el Congreso de la República por cuanto implica suplir un déficit normativo que incluiría la redefinición de funciones, la creación de nuevos órganos y la redistribución de competencias, entre otros aspectos (Cfr. CSJ AP 3280-2016) 

Por consiguiente, en el caso que se estudia, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Ibagué, al señalar que contra el fallo de segunda instancia sólo procedía el recurso extraordinario de casación(27), ninguna vulneración de garantías fundamentales cometió, habida cuenta que, aunado al claro contenido de los fines del recurso que la normatividad reconoce, que no solo apuntan a la protección de esta clase de derechos, sino de la salvaguarda de los demás reconocidos en el ordenamiento jurídico, también, en estricto sentido, acogió lo planteado por la Alta Corporación Constitucional..” 

7.2 En atención a la decisión antes citada, debe manifestarse que la posición mayoritaria de esta Sala ha sido la de considerar que contra la primera sentencia condenatoria que se dicta en el proceso solamente procede el recurso de casación, para lo cual se debe tener en cuenta que esta Corporación en su análisis normativo y jurisprudencial, considera que las decisiones de los órganos de cierre de cada jurisdicción, también constituyen precedente judicial vinculante.

7.3 Para el efecto se cita lo decidido por la Corte Constitucional en la sentencia C-621 de 2015, MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub donde se dijo lo siguiente:

“(…)

Pero el precedente judicial no está limitado a la jurisprudencia de la Corte Constitucional, sino que se extiende a las Altas Cortes. Al respecto en la sentencia C-335 de 2008, refiriéndose en general a las decisiones de todos los órganos judiciales de cierre jurisdiccional, reitera el carácter vinculante de la jurisprudencia de los órganos de cierre y, al respecto, afirma:

Reconocerle fuerza vinculante a la jurisprudencia sentada por la Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado y la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, redunda en una mayor coherencia del sistema jurídico colombiano, lo cual no se contradice con imperativos de adaptación a los cambios sociales y económicos. De igual manera, la vinculatoriedad de los precedentes garantiza de mejor manera la vigencia del derecho a la igualdad ante la ley de los ciudadanos, por cuanto casos semejantes son fallados de igual manera. Así mismo, la sumisión de los jueces ordinarios a los precedentes sentados por las Altas Cortes asegura una mayor seguridad jurídica para el tráfico jurídico entre los particulares. 

 3.7.9. Luego en  la Sentencia C-816 de 2011,  la Corporación sostuvo:

La fuerza vinculante de las decisiones de las denominadas altas cortes surge de su definición constitucional como órganos jurisdiccionales de cierre, condición que les impone el deber de unificación jurisprudencial en sus respectivas jurisdicciones. El mandato de unificación jurisprudencial, únicamente dirigido a las cortes jurisdiccionales de cierre, se erige en una orden específica del Constituyente para brindar cierta uniformidad a la interpretación y aplicación judicial del derecho en desarrollo del deber de igualdad de trato debido a las personas, mediante la fuerza vinculante de sus decisiones judiciales superiores.

3.7.10. En una reciente decisión la Corte, en Sentencia de Unificación, se refirió con toda claridad a la importancia del precedente de las Altas Cortes, al pronunciarse sobre la causal de nulidad de sentencias vía acción de tutela por desconocimiento del precedente. Al respecto la Corte reiteró:

Ahora bien, como se explicó líneas atrás, cuando el precedente emana de los altos tribunales de justicia en el país (Corte Constitucional, Corte Suprema de Justicia y Consejo de Estado), adquiere un carácter ordenador y unificador que busca realizar los principios de primacía de la Constitución, igualdad, confianza, certeza del derecho y debido proceso. Adicionalmente, se considera indispensable como técnica judicial para mantener la coherencia del ordenamiento.

En la práctica jurídica actual, las instancias de unificación de jurisprudencia son ineludibles, debido a que el derecho es dado a los operadores jurídicos a través de normas y reglas jurídicas que no tiene contenidos semánticos únicos. Por tanto, el derecho es altamente susceptible de traer consigo ambigüedades o vacíos que pueden generar diversas interpretaciones o significados que incluso, en ocasiones deriva de la propia ambigüedad del lenguaje. Eso genera la necesidad de que, en primer lugar, sea el juez el que fije el alcance de éste en cada caso concreto y, en segundo lugar, de que haya órganos que permitan disciplinar esa práctica jurídica en pro de la igualdad. 

 3.7.11. Como bien lo ha sostenido la Corte, la fuerza normativa de la doctrina dictada por la Corte Suprema, el Consejo de Estado, el Consejo Superior de la Judicatura -sala disciplinaria- y la Corte Constitucional, como órganos de cierre de sus jurisdicciones, proviene fundamentalmente: (i) de la obligación de los jueces de aplicar la igualdad frente a la ley y de brindar igualdad de trato en cuanto autoridades que son; (ii) de la potestad otorgada constitucionalmente a las altas corporaciones, como órganos de cierre en sus respectivas jurisdicciones y el cometido de unificación jurisprudencial en el ámbito correspondiente de actuación; (iii) del principio de la buena fe, entendida como confianza legítima en la conducta de las autoridades del Estado; (iv) de la necesidad de seguridad jurídica del ciudadano respecto de la protección de sus derechos, entendida como la predictibilidad razonable de las decisiones judiciales en la resolución de conflictos, derivada del principio de igualdad ante la ley como de la confianza legítima en la autoridad judicial. (Subrayas fuera del texto original).

7.4 En atención al pronunciamiento antes citado de la Corte Constitucional, esta Sala toma como punto de partida el precedente CSJ SP del 23 de octubre de 2014, radicado 39538 M.P. Eugenio Fernández Carlier, donde se manifestó lo siguiente:

“(…) 

 “...para proteger la dignidad y la majestad de la justicia, para aislarla de toda clase de presiones indebidas se ha reconocido autonomía e independencia en el «ejercicio de su función constitucional y legal de administrar justicia» (artículos 5 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia y 228 de la Constitución Política.). 

(...)

La autonomía y la independencia desde una perspectiva funcional tiene como fin en las decisiones de las corporaciones judiciales como órganos de cierre la libertad para definir la jurisprudencia que como precedente jurisdiccional debe orientar la administración de justicia en Colombia, en ese campo la Corte Constitucional reconoce en la sentencia C.037 de 1996 que: 

«…al juez, por mandato de la Carta Política, se le otorga una autonomía y una libertad para interpretar los hechos que se someten a su conocimiento y, asimismo, aplicar las normas constitucionales o legales que juzgue apropiadas para la resolución del respectivo conflicto jurídico (Art. 228 C.P.). 

(...)

Que las decisiones de los órganos de cierre en la administración de justicia en el ámbito de sus competencias funcionales son intangibles, es asunto que ya ha definido la Corte Constitucional en la sentencia C.037 de 1996 al señalar:

«Sentadas las precedentes consideraciones, conviene preguntarse: ¿Respecto de las providencias proferidas por las altas corporaciones que hacen parte de la rama judicial, cuál es la autoridad llamada a definir los casos en que existe un error jurisdiccional? Sobre el particular, entiende la Corte que la Constitución ha determinado un órgano límite o una autoridad máxima dentro de cada jurisdicción; así, para la jurisdicción constitucional se ha previsto a la Corte Constitucional (Art. 241 C.P.), para la ordinaria a la Corte Suprema de Justicia (art. 234 C.P.), para la contencioso administrativa al Consejo de Estado (Art. 237 C.P.) y para la jurisdiccional disciplinaria a la correspondiente sala del Consejo Superior de la Judicatura (Art. 257 C.P.). Dentro de las atribuciones que la Carta le confiere a cada una de esas corporaciones, quizás la característica más importante es que sus providencias, a través de las cuales se resuelve en última instancia el asunto bajo examen, se unifica la jurisprudencia y se definen los criterios jurídicos aplicables frente a casos similares. En otras palabras, dichas decisiones, una vez agotados todos los procedimientos y recursos que la ley contempla para cada proceso judicial, se tornan en autónomas, independientes, definitivas, determinantes y, además, se convierten en el último pronunciamiento dentro de la respectiva jurisdicción. Lo anterior, por lo demás, no obedece a razón distinta que la de garantizar la seguridad jurídica a los asociados mediante la certeza de que los procesos judiciales han llegado a su etapa final y no pueden ser revividos jurídicamente por cualquier otra autoridad de la rama judicial o de otra rama del poder público…». (Subrayado fuera del texto original).

7.5 De esa manera se concluye que: i) según la sentencia C-037 de 1996 donde se hizo control abstracto de la Ley 270 de 1996 Estatutaria de la Administración de Justicia, los órganos de cierre de cada jurisdicción tienen la potestad de definir la jurisprudencia que debe orientar la administración de justicia en cada especialidad, en el ámbito de sus competencias; y ii) las decisiones de los órganos de cierre sobre esas materias son intangibles y constituyen el último pronunciamiento de la respectiva jurisdicción, unifican la jurisprudencia y definen criterios jurídicos aplicables a casos similares a efectos de garantizar la seguridad jurídica de los asociados.

7.6 Por las razones antes mencionadas esta Corporación anuncia que conforme a su posición mayoritaria, no dará trámite a ningún recurso de apelación, contra la presente sentencia, ya que esto implicaría modificar la posición mayoritaria expresada en la parte resolutiva del fallo, en el sentido de que contra esta decisión solamente procede el recurso de casación acatando los precedentes de la SP de la CSJ que fueron citados con antelación. Sin embargo, es preciso aclarar que el Magistrado Manuel Yarzagaray Bandera salvará su voto única y exclusivamente en lo que respecta a la improcedencia del recurso de apelación, contra el fallo de segunda instancia.  

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia absolutoria proferida el 18 de diciembre de 2015 por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, y en su lugar CONDENAR al señor Nodier Ervyn Quintero Loaiza como responsable del delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. 

SEGUNDO: IMPONER al señor Nodier Ervyn Quintero Loaiza la pena 64 meses de prisión y multa de 2 smlmv, y como pena accesoria la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por un lapso igual al de la pena principal. 

TERCERO: SE NIEGA la suspensión condicional de la ejecución de la pena al señor Nodier Ervyn Quintero Loaiza de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva de esta decisión. Se abonará el tiempo que estuvo privado de la libertad por cuenta de este caso. En consecuencia se ordena la captura del procesado para que entre a descontar la pena impuesta. De hacerse efectiva su aprehensión durante la diligencia de lectura de esta decisión, se procederá a legalizar la misma, en los términos previstos en la sentencia C-042 de 2018 de la Corte Constitucional, control que se hará exclusivamente sobre el procedimiento de detención del señor Quintero Loaiza. 
CUARTO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella solamente procede el recurso de casación. 

CÓPIESE, NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

(Con salvamento parcial de voto)

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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